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MINISTERIO DE JUSTICIA

6319 RESOLUCIÓN de 17 de febrero de 2003, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, sobre depósito
de las cuentas anuales de «Castejón Hermanos Cajas y Bra-
zaletes, S. L.».

En el expediente 25/99 sobre depósito de las cuentas anuales de «Cas-

tejón Hermanos Cajas y Brazaletes, S. L.».

Hechos

I

Solicitado en el Registro Mercantil de Madrid el depósito de los docu-

mentos contables correspondientes al ejercicio 1998 de «Castejón Herma-

nos Cajas y Brazaletes, S. L.», el titular del Registro Mercantil n.o XVII

de dicha localidad, con fecha 5 de agosto de 1999, acordó no practicarlo

por haber observado los siguientes defectos que impiden su práctica:

«Debe aportarse el informe de auditor en el cual se emita opinión con

respecto al balance y cuenta de resultados auditados. El que se acompaña

no emite opinión alguna a este respecto (art. 366.1.5 RRM.).»

II

La sociedad, a través de su consejero delegado D. Emilio Castejón Rosau-

ro, interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación alegando,

en síntesis, lo siguiente: 1.o) Que el artículo 366.1.5 del Reglamento del

Registro Mercantil no exige que el informe de auditoría deba contener

opinión sobre las cuentas anuales a que se refiere. 2.o) Que el artículo

2 de la Ley de Auditoría de Cuentas, el artículo 5 de su Reglamento y

las Normas Técnicas de auditoría establecen que los resultados del informe

se plasman en la opinión de los auditores sobre las cuentas, pudiendo

contener, entre otras, la conclusión de opinión denegada o negativa a

expresar opinión; y 3.o) Que por este mismo motivo fue denegado el depó-

sito de las cuentas anuales del ejercicio 1997, pero interpuesto el pertinente

recurso gubernativo, basado en este mismo fundamento, se acordó la rec-

tificación de la nota de calificación y se procedió a su depósito. Así lo

acredita documentalmente.

III

El Registrador Mercantil n.o XVII de Madrid, con fecha 15 de octubre

de 1999, acordó mantener la nota de calificación recurrida dado que sólo

existe informe de auditoría cuando se emite opinión por parte del Regis-

trador. La Ley, al referirse al informe, exige una opinión favorable (con

o sin salvedades) o desfavorable. Lo confirma el no emplear el término

informe al considerar el supuesto de no emisión de opinión técnica, entre

otras razones, porque no lo es, ya que no puede pretenderse un informe

sobre la base de informo que no informo. Admitir lo contrario supondría

una burla al sistema del artículo 205 de la Ley de Sociedades Anónimas.

IV

Contra dicha resolución y por la indicada representación de la sociedad

se interpuso en tiempo y forma recurso de alzada ante esta Dirección

General reiterando, básicamente, las alegaciones de su previo recurso

gubernativo que, en consecuencia, se dan por reproducidas en la presente

instancia sin necesidad de repetición.

Finalmente, con fecha 11 de febrero del corriente, ha tenido entrada

en el Registro General de este departamento un escrito de «Castejón Her-

manos Cajas y Brazaletes, S. L.», solicitando la inmediata resolución del

recurso.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 84 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad

Limitada, 205.2, 208, 209 y 218 a 221 de la Ley de Sociedades Anónimas,

1 y 2 de la Ley de Auditoría de Cuentas, 68, 359, 361 y 365 a 374 del

Reglamento del Registro Mercantil y las Resoluciones de la Dirección Gene-

ral de los Registros y del Notariado de 28 de agosto de 1998 y 17 de

mayo y 3 de julio de 2001.

La única cuestión que plantea este expediente consiste en determinar

si el informe presentado por la sociedad para lograr el depósito de sus

cuentas anuales del ejercicio 1998 es o no un informe de auditoría y,

en consecuencia, si han sido presentados o no todos los documentos que

el citado artículo 366 del Reglamento del Registro Mercantil exige.

Pues bien, dicha cuestión ha sido ya expresamente resuelta por este

Centro Directivo entendiendo que cuando el artículo 205.2 de la Ley de

Sociedades Anónimas reconoce a los socios minoritarios el derecho al

nombramiento de un auditor para que verifique las cuentas anuales de

determinado ejercicio económico y exige posteriormente en el artículo

218 la presentación de su informe para tener por efectuado el depósito,

piensa exclusivamente en un informe de auditoría que dé satisfacción

a este derecho, es decir, un informe de una auditoría realizada, o sea,

que haya permitido comprobar si las cuentas anuales ofrecen la imagen

fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la

sociedad, así como, en su caso, la concordancia del informe de gestión

con las cuentas anuales del ejercicio, de acuerdo con el contenido exigido

por el artículo 209 de la propia Ley y los artículos 1 y 2 de la Ley de

Auditoría de Cuentas.

Dicha doctrina tiene que ser reiterada en el caso que nos ocupa, si

bien, a diferencia de lo ocurrido en los expedientes citados en los Vistos,

para llegar a la conclusión contraria, es decir, que el recurso interpuesto

debe prosperar y ello porque aunque no se haya emitido opinión en el

informe presentado a depósito, lo cierto es que las Normas Técnicas de

Auditoría prevén que el resultado del informe pueda concretarse en la

negativa a expresar opinión u opinión denegada (Norma 3.6.10), como

consecuencia, aquí, de las limitaciones e incertidumbres que el informe

recoge, pero tras realizarse la auditoría y por el auditor designado pre-

cisamente por el Registrador Mercantil a solicitud de socios minoritarios

de la compañía.

En su virtud, esta Dirección General ha resuelto estimar el recurso

interpuesto por D. Emilio Castejón Rosauro, consejero delegado de «Cas-

tejón Hermanos Cajas y Brazaletes, S. L.», contra lo resuelto el 15 de octubre

de 1999 por el Registrador Mercantil n.o XVII de Madrid, que deberá tener

por efectuado el depósito de las cuentas anuales del ejercicio 1998.

Contra esta resolución los legalmente legitimados podrán recurrir

mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de provincia

del lugar donde radique el Registro en el plazo de dos meses desde su

notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello

conforme a lo establecido en la disposición adicional 24, de la Ley 24/2001,

de 27 de diciembre, y en los artículos 325 a 328 de la Ley Hipotecaria.

Lo que, con devolución del expediente, traslado a V.S. para su cono-

cimiento y a fin de que proceda a su notificación a la sociedad interesada.

Madrid, 17 de febrero de 2003.—La Directora general, Ana López-Monís

Gallego.

Sr. Registrador Mercantil n.o XVII de Madrid. P.o Castellana, 44 (28046).

6320 RESOLUCIÓN de 6 de marzo de 2003, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, declarando inhábiles
los días 2, 3 y 4 de abril de 2003, a efectos registrales,
en el registro de la Propiedad de A Coruña número 7.

Visto el escrito de fecha 25 de febrero de 2003 que dirige a este Centro

Directivo doña Ana María Raposo Conde, Registradora de la Propiedad

de A Coruña número 7, en el que expone que tiene previsto trasladar

la Oficina del Registro a otro local dentro de la misma localidad, por

lo que solicita se declaren inhábiles, a efectos registrales, los días 2, 3

y 4 de abril de 2003.

Visto el artículo 260 de la Ley Hipotecaria, el Real Decreto 1474/2000,

de 4 de agosto, sobre estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia,

así como los artículos 360 y 488 del Reglamento Hipotecario.

Teniendo en cuenta que el artículo 360 del Reglamento Hipotecario

exige que la modificación del horario de apertura del Libro Diario se comu-

nique a la Dirección General y se haga público mediante edicto fijado

en lugar visible de la oficina. El artículo 488 del Reglamento Hipotecario

faculta a este Centro Directivo para dictar instrucciones respecto de la

forma de llevar a cabo el traslado de las oficinas.

Se estima conveniente dar la mayor difusión posible a esta Resolución,

mediante su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» para salvaguardar

la seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario, como se hizo en el caso

de inundaciones producidas en Santa Cruz de Tenerife (Resolución de

4 de abril de 2002), para mejorar el sistema informático en el Registro
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Mercantil de Madrid (Resolución de 7 de marzo de 2002) y del traslado

de los Registros de Barcelona (Resolución de 17 de marzo de 1999), Altea

(Resolución de 25 de julio de 2001), Puerto de Santa María número 1

y número 4 (Resolución de 28 de noviembre de 2001), Sant Cugat del

Vallés y Rubí (Resolución de 17 de diciembre de 2001), Dos Hermanas

número 1 y número 2 (Resolución de 8 de febrero de 2002), Ciudad Real

número 2 y Mercantil (Resolución de 26 de marzo de 2002), Huelva número

1, número 2 y Mercantil (Resolución de 7 de octubre de 2002), Mercantil

de Almería (Resolución de 8 de octubre de 2002), Amurrio (Resolución

de 24 de octubre de 2002), Mercantil de A Coruña (Resolución de 26 de

noviembre de 2002), Córdoba número 1, número 2, número 3, número

4, número 5 y Mercantil (Resolución de 9 de diciembre de 2002), Almagro

(Resolución de 10 de diciembre de 2002), Coruña número 2 y número

6 (Resolución de 28 de enero de 2003) y A Coruña número 1 (Resolución

de 17 de febrero de 2003).

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado:

1.o Declarar inhábiles los días 2, 3 y 4 de abril de 2003, a efectos

registrales, en el Registro de la Propiedad de A Coruña número 7.

2.o Ordenar a la señora Registradora de la Propiedad de A Coruña

número 7 que exponga esta Resolución en el tablón de anuncios de dicho

Registro desde el día de su notificación.

3.o Proceder a la publicación de esta Resolución en el «Boletín Oficial

del Estado».

Madrid, 6 de marzo de 2003.—La Directora general, Ana López-Monís

Gallego.

Sra. Registradora de la Propiedad de A Coruña número 7.

MINISTERIO DE DEFENSA

6321 RESOLUCIÓN 4B0/38050/2003, de 19 de febrero, del Insti-
tuto Social de las Fuerzas Armadas, por la que se publica
el Convenio suscrito por el Instituto Social de las Fuerzas
Armadas, la Mutualidad General de Funcionarios Civiles
del Estado y la Mutualidad General Judicial con la Comu-
nidad Autónoma de Extremadura.

El Instituto Social de las Fuerzas Armadas gestiona el mecanismo del

Régimen Especial de la Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, conforme

a lo establecido en el texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social

de las Fuerzas Armadas, aprobado por Real Decreto 1/2000, de 9 de junio.

Entre sus cometidos figura el de facilitar a los asegurados y sus bene-

ficiarios las prestaciones de asistencia sanitaria. La Mutualidad General

de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE) y la Mutualidad General

Judicial, tienen el mismo cometido respecto a sus mutualistas.

Las entidades de seguro de asistencia sanitaria, con las que el Instituto

y las Mutualidades tienen suscritos conciertos para la prestación de la

asistencia sanitaria en todo el territorio nacional, no disponen de medios

privados para llevarla a cabo en algunas zonas rurales. Por otra parte,

el Servicio Extremeño de Salud de la Comunidad Autónoma de Extre-

madura dispone de esos medios en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

Por esa razón, se ha suscrito un convenio entre el mencionado Servicio

Extremeño de Salud de la Comunidad Autónoma de Extremadura y los

antes citados Instituto y Mutualidades para la prestación de determinados

servicios sanitarios en zonas rurales a sus asegurados y beneficiarios ads-

critos a entidades de seguro de asistencia sanitaria concertadas.

En consecuencia, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 8.2 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-

traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada

parcialmente por la Ley 4/1999, de 13 de enero, la Gerencia del ISFAS

dispone la publicación del convenio suscrito con el Servicio Extremeño

de Salud de la Comunidad Autónoma de Extremadura el 19 de diciembre

de 2002, que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 19 de febrero de 2003.—El Secretario general Gerente, Esteban

Rodríguez Viciana.

ANEXO

Convenio de la Comunidad Autónoma de Extremadura con la Mutua-

lidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE), el Instituto

Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS) y la Mutualidad General Judicial

(MUGEJU), para la prestación en zonas rurales de determinados ser-

vicios sanitarios a los mutualistas y demás beneficiarios adscritos a

entidades de seguro de asistencia sanitaria concertadas con dichas

mutualidades

En Mérida, a 19 de diciembre de 2002.

REUNIDOS

De una parte, el Ilmo. Sr. D. Francisco Manuel García Peña, Director

Gerente del Servicio Extremeño de Salud, en aplicación del artículo 6

de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

procedimiento Administrativo Común, que regula los requisitos y conte-

nido mínimo de los Convenios de colaboración, y el artículo 8, que prevé

los efectos y forma de publicación, así como los artículos 48 a 53 de la

Ley 1/2002, de 28 de febrero del Gobierno y de la Administración de

la Comunidad Autónoma de Extremadura, el Decreto 209/2001, de 27 de

diciembre de la Consejería de Presidencia, por el que se aprueban los

Estatutos y Logotipo del Organismo Autónomo, Servicio Extremeño de

Salud, y la Ley 10/2001, de 28 de junio, de Salud de Extremadura.

Y de otra, el Ilmo. Sr. D. Isaías López Andueza, Director General de

la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE), en

virtud de las facultades que le confiere la Disposición Adicional Deci-

motercera de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico

de las Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo

Común y actuando en nombre y representación de la Mutualidad General

de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE), en uso de las facultades

que le confiere el artículo 11.2, k) del Real Decreto 577/1997, de 18 de

abril, por el que se establece la estructura de los órganos de Gobierno,

Administración y Representación de MUFACE,

el Excmo. Sr. D. Esteban Rodríguez Viciana, Secretario General Gerente

del Instituto Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS) en virtud de las facul-

tades que le confiere la Disposición Adicional Decimotercera de la Ley

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y de Procedimiento Administrativo Común, y actuando en nombre

y representación del Instituto Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS),

en uso de las facultades que le confiere el artículo 9.F) del Real Decreto

296/1992, de 27 marzo, de composición, funcionamiento y atribuciones

de los órganos de gobierno del Instituto Social de las Fuerzas Armadas,

en relación con lo dispuesto en la Disposición Adicional Tercera del Real

Decreto 64/2001, de 26 de enero

y el Excmo. Sr. D. Benigno Varela Autrán, Presidente de la Mutualidad

General Judicial (MUGEJU) en virtud de las facultades que le confiere

la Disposición Adicional Decimotercera de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y de Proce-

dimiento Administrativo Común, y actuando en nombre y representación

de la Mutualidad General Judicial (MUGEJU), en uso de las facultades

que le confieren los artículos 6.1 y 6.4 del Texto Refundido de las dis-

posiciones legales vigentes sobre el Régimen Especial de la Seguridad Social

del personal al servicio de la Administración de Justicia, aprobado por

Real Decreto Legislativo 3/2000, de 23 de junio.

MANIFIESTAN

Primero.—Que la Mutualidad General de Funcionarios de la Adminis-

tración Civil del Estado (MUFACE), el Instituto Social de las Fuerzas Arma-

das (ISFAS) y la Mutualidad General Judicial (MUGEJU), tiene a su cargo,

respectivamente, la gestión de los Regímenes Especiales de Seguridad

Social de los Funcionarios Civiles del Estado, de las Fuerzas Armadas

y del personal al servicio de la Administración de Justicia, prestando a

sus mutualistas y beneficiarios, entre otros servicios, la asistencia sanitaria

conforme a lo establecido en sus leyes reguladoras aprobadas por los Reales

Decretos Legislativos 4/2000, de 23 de junio, 1/2000, de 9 de junio y 3/2000

de 23 de junio.

Segundo.—Que dichas Mutualidades tienen conciertos suscritos con

Entidades de Seguro de Asistencia Sanitaria, por los que éstas se hallan

obligadas a prestar asistencia sanitaria en todo el territorio nacional a

sus mutualistas y beneficiarios; pero que en algunas zonas rurales no exis-

ten medios privados que puedan llevar a cabo dicha asistencia.


